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1. 	PROPÓSITO Y ALCANCE DEL DOCUMENTO

1.1. Los desastres severos por amenazas naturales pueden causar impactos económicos y sociales duraderos. Como respuesta a esta problemática, el Banco ha brindado apoyo continuo a los países para mejorar la gestión eficiente de estos riesgos. El Banco instituyó la Facilidad de Crédito Contingente para Emergencias por Desastres Naturales (CCF), establecida mediante la GN-2502-2. Esta facilidad proporciona a los países miembros prestatarios acceso inmediato a fondos líquidos sustanciales tras un desastre severo o catastrófico. El objetivo es asistir en la implementación de ayuda humanitaria, en la recuperación de los servicios esenciales para la población y en la ejecución de otras acciones de respuesta.

1.2. El Programa de Gestión Integral de Riesgo de Desastres Naturales (PGIRDN) tiene el propósito de promover el progreso en la política pública relacionada con la gestión del riesgo de desastres (GRD) en los países miembros prestatarios del BID. Este programa debe abarcar varios ejes estratégicos clave: (i) la gobernabilidad y el desarrollo de un marco normativo; (ii) la identificación y comprensión del riesgo; (iii) prevención y la reducción de riesgos; (iv) preparación y el manejo de desastres; y (v) la gestión financiera de riesgos. Para una evaluación efectiva, el PGIRD define objetivos a mediano plazo y establece metas o indicadores anuales, orientados a fortalecer la GRD en estos ejes estratégicos, facilitando así un seguimiento periódico por parte del Banco. 

1.3. Colombia está expuesto a una variedad de amenazas naturales debido a su ubicación geográfica y la concentración de población en áreas urbanas. Las amenazas incluyen sismos, inundaciones, erupciones volcánicas, sequías, tsunamis e incendios forestales, entre otros. Los fenómenos hidrometeorológicos, impulsados por la variabilidad climática como el Fenómeno de El Niño-Oscilación Sur (ENOS), han sido la causa más recurrente de desastres en el país. “Los fenómenos climáticos extremos representan el 87% de los desastres en el país. La población, la red vial, la generación eléctrica y las zonas portuarias están altamente expuestas y vulnerables a estos fenómenos. No adaptarse al cambio climático podría generar pérdidas económicas significativas, estimadas en un 0,5% del PIB anualmente”[footnoteRef:2]. A medida que los efectos del cambio climático se intensifican, se espera que los fenómenos climáticos extremos, como las inundaciones, sequías e incendios forestales, sean más frecuentes y destructivos[footnoteRef:3]. Además, los desastres en Colombia afectan de manera desproporcionada a los grupos más vulnerables, como mujeres, niños y personas con discapacidad, lo que requiere un enfoque diferencial en la gestión del riesgo de desastres[footnoteRef:4].  [2:  	CONPES 4058 de 2021]  [3:  	Ingeniar (2021). Estudio de Riesgo por Efectos del Cambio Climático y Medidas de Adaptación para la Estrategia a Largo Plazo E2050 de Colombia – Fase 1.]  [4:  	UNGRD (2019). El enfoque diferencial en la gestión del riesgo de desastres: etnia, género y discapacidad.] 


1.4. Debido a su vulnerabilidad a desastres por fenómenos naturales y eventos de salud pública, Colombia ha solicitado el apoyo del Banco para obtener cobertura financiera para la atención de emergencias a través de un préstamo contingente de la Facilidad de Crédito Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública (CCF). Este préstamo tiene un monto máximo de hasta US$400 millones, de los cuales hasta US$300 millones se utilizarán para desastres naturales bajo la Modalidad I, y hasta US$100 millones se utilizarán para desastres naturales y eventos de salud pública bajo la Modalidad II (cobertura no paramétrica). El prestatario será la República de Colombia, y el organismo ejecutor será el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP). Para recibir el financiamiento a través de la CCF para desastres, el país debe tener un Plan de Gestión Integral del Riesgo de Desastres Naturales (PGIRDN) vigente y estar progresando de manera satisfactoria durante el período de cobertura del préstamo contingente, que es de cinco años. El PGIRDN brinda la oportunidad de fortalecer el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo (SNGRD) y sus entidades adscritas en áreas estratégicas de la gestión del riesgo de desastres, como la gestión financiera de riesgos, la gobernabilidad, la identificación de riesgos, la reducción de riesgos, y la preparación y respuesta ante desastres. Además, el PGIRDN permitirá alinear la planificación y las políticas públicas en gestión del riesgo de desastres en el país.

1.5. El presente documento constituye el PGIRD para el Préstamo Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública de Colombia (CO-O0018), e incluye la siguiente información: propósito y alcance del documento (Sección I), acciones del país y del Banco en el sector, donde se aborda los antecedentes de la exposición y el impacto de los desastres, el marco legal e institucional del país en la gestión del riesgo de desastres, los avances y desafíos de la GRD, y acciones del Banco en el sector (sección II); en esta sección se desarrollan los contenidos del PGIRD de Colombia, en la que se plantea los objetivos, las metas generales de largo plazo e hitos anuales del primer año acordados, así como el mecanismo de elegibilidad y validez, así mismo, el mecanismo de monitoreo y evaluación del avance en el logro de las metas establecidas que incluye un anexo con la matriz de objetivos estratégicos e indicadores anuales del PGIRDN (sección III). 

2. 	ACCIONES DEL PAÍS Y EL BANCO EN EL SECTOR

A.	Antecedentes – contexto del riesgo e impactos de los desastres en Colombia.
[bookmark: _Ref84890774][bookmark: _Ref85802802][bookmark: _Ref95920334]
2.1. Debido a su ubicación geográfica y la concentración de sus principales áreas urbanas, Colombia está expuesta a diversas amenazas naturales como sismos, inundaciones, erupciones volcánicas, sequías, tsunamis e incendios forestales, entre otras[footnoteRef:5][footnoteRef:6]. Más del 80% de la población y los activos del país están expuestos a dos o más de estas amenazas[footnoteRef:7]. Esta alta exposición, combinada con factores de vulnerabilidad como la pobreza y la rápida urbanización no planificada en áreas vulnerables a desastres, aumenta los riesgos de desastres[footnoteRef:8]. En cuanto a la amenaza sísmica, 553 municipios (39.7%) de la población colombiana, se encuentran en zonas de amenaza sísmica alta; 431 (47.3%) en zonas de amenaza sísmica intermedia; y 139 (13%), en zonas de amenaza sísmica baja[footnoteRef:9]. [5:  	UNGRD, en: Atlas de riesgo de Colombia: revelando los desastres latentes (gestiondelriesgo.gov.co)]  [6:  	BID (2015). Indicadores de Riesgo de Desastre y de Gestión de Riesgos: Programa para América Latina y el Caribe: Colombia.]  [7:  	OCDE (2019). Risk Governance Scan of Colombia, Chapter 2: National Context for Disaster Risk Management in Colombia.]  [8:  	Ibidem ]  [9:   	AIS, 2010 en UNGRD. Atlas de riesgo de Colombia: revelando los desastres latentes (gestiondelriesgo.gov.co)] 


2.2. El efecto de “La Niña” en Colombia se caracteriza por un aumento considerable de las precipitaciones (anomalías positivas) y una disminución de las temperaturas (anomalías negativas) en las regiones Andina, Caribe y Pacífica, el piedemonte de los Llanos orientales, mientras que en la zona oriental (Orinoquía y Amazonía), dichas variables tienden a un comportamiento cercano a lo normal[footnoteRef:10]. Con respecto a “El Niño”, el país tiene una diversidad de efectos y amenazas que se pueden derivar de este fenómeno, eventuales sequías, incendios forestales, heladas y olas de calor, en este periodo de tiempo también se presentan eventos asociados a inundaciones o crecientes súbitas, movimientos en masa, vendavales y tormentas eléctricas en algunas regiones del país[footnoteRef:11].  [10:  	Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) (2011). Análisis del Impacto del Fenómeno “La Niña” 2010-2011 en la Hidroclimatología del País.]  [11:  	UNGRD / MinAmbiente. Plan Nacional de gestión ante el fenómeno de El Niño. Octubre 2023.] 


2.3. Desde 1990, Colombia ha experimentado 163 desastres que han afectado a más de 13 millones de personas[footnoteRef:12]. “Los fenómenos relacionados con la variabilidad climática representan el 87% de los desastres en el país. El 13% de la población está en condiciones de riesgo frente a fenómenos hidrometeorológicos, el 39% de la red vial primaria tiene una exposición muy alta, el 70% de la generación eléctrica es altamente vulnerable, 7 de las 9 zonas portuarias presentan vulnerabilidad media y alta. En términos económicos, no adaptarse a estos riesgos podría generar pérdidas equivalentes al 0,5% del PIB anualmente para el país”[footnoteRef:13]. En el periodo 2015-2016, el fenómeno de El Niño dejó pérdidas en los sectores productivos del orden de 3,1 billones de pesos, equivalentes al 0,6% del PIB de ese año (2015) como consecuencia de la reducción en la oferta hídrica y el aumento del precio de la electricidad. Además, 719 municipios de 28 departamentos resultaron afectaciones y se presentaron 367 calamidades públicas declaradas por desabastecimiento hídrico, incendios forestales e impactos en el sector agropecuario, implicando cerca de 1,6 billones de pesos en inversión para la atención de dicha situación[footnoteRef:14]. También es importante mencionar los incendios forestales registrados en enero de 2024 por El Niño, que afectaron a más de 174 municipios, incluyendo la ciudad de Bogotá, donde se enfrentaron cinco incendios activos en los cerros orientales[footnoteRef:15]. Ante esta emergencia, el gobierno declaró una situación de desastre nacional en todo el territorio colombiano[footnoteRef:16].  [12:  	Base de Datos Internacional de Desastres (EM-DAT). Accedido en marzo de 2024.]  [13:  	CONPES 4058 de 2021]  [14:  	UNGRD / MinAmbiente. Plan Nacional de gestión ante el fenómeno de El Niño. Octubre 2023.]  [15:  	Oficina de Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA) (2024). Latinoamérica & El Caribe Resumen de Situación Semanal al 26 de enero 2024.]  [16:  	Presidencia de la República (2024). Decreto N° 0037 de 2024. Declaración de una situación de Desastre Nacional en todo el territorio nacional. ] 


2.4. Entre los desastres que han causado mayores pérdidas económicas se destacan la erupción del volcán Nevado del Ruíz en 1985, que generó la destrucción de la ciudad de Armero, resultando en más de 20.000 muertes y alrededor de US$1.000 millones en pérdidas[footnoteRef:17][footnoteRef:18][footnoteRef:19]. El terremoto del Eje Cafetero en 1999, de magnitud 6,2Mw, que causó la muerte de 1.185 personas, el desplazamiento de más de 200.000 personas y daños estimados en US$1.857 millones[footnoteRef:20][footnoteRef:21][footnoteRef:22]. Las inundaciones ocasionadas por La Niña y la ola invernal de 2010 y 2011, que ocasionaron daños económicos superiores a los US$6.000 millones (equivalentes al 2,2% del Producto Interno Bruto [PIB]) y afectaron al 7,0% de la población[footnoteRef:23][footnoteRef:24][footnoteRef:25].  [17:  	Voight (1990). The 1985 Nevado del Ruiz volcano catastrophe: anatomy and retrospection ]  [18:  	d’Ercole (2015). La catástrofe del Nevado del Ruiz, ¿Una enseñanza para el Ecuador? El caso del Cotopaxi]  [19:  	OCDE (2019). Fiscal Resilience to Natural Disasters]  [20:  	Ibidem]  [21:  	Asfura & Flores (1999). The Quindío, Colombia Earthquake of January 25, 1999: Reconnaissance Report, Technical Report MCEER-99-0017.]  [22:  	Servicio Geológico Colombiano (1999). Terremoto del Quindío (Enero 25 de 1999). Informe Técnico Preliminar.]  [23:  	BID y CEPAL (2012). Valoración de daños y pérdidas Ola invernal en Colombia 2010-2011.]  [24:  	Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) (2011). Análisis del Impacto del Fenómeno “La Niña” 2010-2011 en la Hidroclimatología del País.]  [25:  	Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) (2011). Reporte Final de Áreas Afectadas por Inundaciones 2010 – 2011.] 


B.	El Marco legal e institucional para la Gestión del Riesgo de Desastres. 

2.5. A partir de la Decreto Ley 919 de 1989 se inicia el marco normativo e institucional en Colombia; mediante este Decreto Ley se creó el Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres (SNPAD), definiendo la obligatoriedad de contar con un Plan Nacional de Prevención y Atención de Desastres (PNPAD), el cual fue adoptado mediante el Decreto 93 de 1998. Adicionalmente el Decreto Ley 919, definió el alcance del régimen de situación de desastre, las contrataciones, la situación de calamidad pública, y la creación del Fondo de Calamidades, entre otros. 

2.6. De otro lado, el Art. 215 de la Constitución Política de Colombia (1991) estableció que cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país o que constituyan grave calamidad pública, podrá el Presidente de la República, con la firma de todos los ministros, declarar el estado de emergencia por periodos hasta de treinta (30) días, que sumados no podrán exceder noventa (90) días en el año que sucedan.

2.7. Sobre los temas ambientales, en el año 1993 se creó el Ministerio de Ambiente y  Sistema Nacional Ambiental (SINA) y en 2011 se crea la actual Dirección de Cambio Climático y Gestión del Riesgo. En el año 2010 se aprobó la Política Nacional de Gestión Integral del Recurso Hídrico, en 2011 se aprobó el CONPES 3700 con la “Estrategia Institucional para la articulación de políticas y acciones en materia de cambio climático en Colombia” en el año 2012 comienza a estructurarse el Plan Nacional de y la Política para la gestión de la Biodiversidad. Entre los años 2017 y 2018 se aprobó la Política Nacional de Cambio Climático de manera comprensiva para toda la agenda de cc. Mediante la Ley 1931 de 2018 se dieron directrices para la gestión del cambio climático a nivel sectorial y territorial y mediante el decreto 298 de 2016 se creó el Sistema Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA) y la Comisión Intersectorial de Cambio Climático. Para el año 2021, el país presentó su NDC actualizada y su Estrategia Climática de Largo Plazo (E2050) en la COP 26,  se aprobó de la Ley de Acción Climática (2169) en el Congreso, y se emitió la Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática (CONPES 4058 de 2021). 

2.8. En 2001, se aprobó el CONPES 3146 como una estrategia para consolidar la ejecución del Plan Nacional para la Prevención y Atención de Desastres (PNPAD) en el corto y mediano plazo, con conclusiones, recomendaciones, acciones y responsables. De otro lado, con el fin de fortalecer la capacidad nacional en los diferentes aspectos de la gestión del riesgo, en el año 2004 se emitió el CONPES 3318, “Programa de Reducción de la Vulnerabilidad Fiscal del Estado ante Desastres Naturales” cuyos objetivos fueron: a) Mejorar el conocimiento sobre los riesgos, b) Fortalecer la capacidad institucional y financiera del SNPAD y c) Fortalecer los procesos de planificación del desarrollo, sectorial y territorial (UNGRD/ PNGRD. 2022). 

2.9. Posteriormente, en el año 2012 se emitió la Ley 1523 que adoptó la Política Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres y estableció el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SNGRD), y que incluye principios, conceptos, incluyendo adaptación al cambio climático, los objetivos y procesos, las estructuras de organización, dirección y coordinación. Definió también los instrumentos de planificación, el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (PNGRD), los planes sectoriales, nacionales y territoriales, así como la incorporación de la GRD en proyectos de inversión pública, en la planificación del desarrollo, del territorio y el ordenamiento territorial, así como el manejo de información. Mediante esta Ley, se modificó el Fondo Nacional de Calamidades (Decreto Ley 919 de 1989) en el Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, y se ordenó la creación de una nueva estructura de Fondos Territoriales para la GRD. De otro lado, se definió la Declaratoria de Situación de Desastre, la Declaratoria de Situación de Calamidad Pública y la obligatoriedad de un Plan de Acción Específico una vez declarado un Desastre o una Calamidad Pública y el régimen especial en Situaciones de Desastre o Calamidad.

2.10. Mediante el Decreto 4147 de 2011, se creó la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, y se estableció su objeto y estructura, se asignaron, entre otras, la función de formular y coordinar la ejecución de un Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, realizar el seguimiento y evaluación de este. En cuanto al Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, mediante el Decreto 1081 del 26 de mayo de 2015 se reglamentó el procedimiento para su expedición y actualización (UNGRD/ PNGRD. 2022).

2.11. En el Plan Nacional de desarrollo 2014-2018 “Todos por un Nuevo País”, se incluyó la formulación del PNGRD y la consolidación de la Política Nacional de Cambio Climático buscando, y la integración en ambos instrumentos de la planificación ambiental, territorial y sectorial. El Plan Nacional de Desarrollo 2018 – 2022 “Pacto por Colombia, pacto por la equidad”, se incluyó la gestión del del riesgo de desastres y el plan nacional (UNGRD/ PNGRD. 2022). Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia: Potencia Mundial de Vida”, la “Seguridad Humana”, y la gestión del riesgo de desastres y el cambio climático son incluidos de forma transversal en varias secciones: i) la modernización de la institucionalidad ambiental y de gestión del  riesgo de desastres; ii) la descarbonización y resiliencia de sectores productivos y gestión  de sus riesgos climáticos, iii) la reducción de la vulnerabilidad fiscal y financiera ante riesgos  climáticos y desastres, iv) la democratización del conocimiento, la información ambiental y de riesgo de desastres, en el ciclo del agua como base del ordenamiento territorial, en las capacidades de los gobiernos locales y las comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial (PND, 2022-2026).

2.12. Adicionalmente, el documento CONPES 4058 de 2021 desarrolla la “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”, el cual se orienta a la “generación de capacidades para  conocer y reducir las condiciones de riesgo de desastres asociados con los fenómenos de variabilidad climática, promoviendo también medidas de adaptación, que al año 2030, incentiven un desarrollo más resiliente, sostenible, productivo y competitivo del país”.

2.13. En cuanto al PNGRD, el Art. 33 de la Ley 1523 estableció que el plan es el instrumento que define los objetivos, programas, acciones, responsables y presupuestos, mediante las cuales se ejecutan los procesos de conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y de manejo de desastres, en el marco de la planificación del desarrollo nacional. Según el Art. 44 de la Ley, la UNGRD es la instancia encargada de elaborar el plan con los insumos provenientes de los tres comités nacionales de gestión del riesgo y de los consejos territoriales (UNGRD/ PNGRD. 2022). El primer PNGRD fue elaborado y aprobado en 2016, revisado y ajustado al Marco de Acción de Sendai en 2022 y fue actualizado por segunda vez por el nuevo periodo de gobierno presidencial, a través del Decreto 978 de 2024[footnoteRef:26], modificando sus objetivos y enfocándose en el desarrollo del conocimiento del riesgo y de los efectos del cambio climático, la optimización de la capacidad de intervención para la reducción del riesgo, la promoción de la participación para la gestión del riesgo y la adaptación, y el fortalecimiento de la gobernanza, la preparación y la recuperación. [26:  Disponible en: https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=161478 ] 


C.	Avances y Desafíos en la GRD 

2.14. A continuación, se presentan los principales avances y desafíos de Colombia estructurados en torno a los principales ejes estratégicos definidos en el PGIRDN. La información que se presenta corresponde a la valoración del Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión de Riesgo de Desastre (iGOPP) publicado por el BID en 2015, y los resultados del Índice de Gestión del Riesgo (IGR), que fue aplicado en 2020. Estas dos métricas de la GRD brindan un dimensionamiento de los avances y desafíos de los países de la región en sus condiciones de gobernabilidad y políticas públicas, y de los niveles de desempeño en los países, respectivamente. 

i) Marco General de Gobernabilidad para la Gestión del Riesgo de Desastres (MG)
	
2.15. De acuerdo con el iGOPP el Marco General de la Gobernabilidad para la GRD y su inclusión en la agenda de gobierno alcanza un avance del 88% (rango “notable”). Las fases “coordinación y articulación central de la política”, “definición de responsabilidades sectoriales” y “definición de responsabilidades territoriales”, tenían un avance del 100% (rango “sobresaliente”), que reflejan el progreso normativo asociado a la adopción de la Ley 1523 de 2012 como política pública en GRD. La fase “control, rendición de cuentas y participación” 80% (rango “notable”), en gran medida debido al involucramiento de la Contraloría General de la República en la verificación de la política pública en GRD, y las “evidencias de progreso en la implementación” con un avance del 60% (rango “apreciable”). 

2.16. Instrumentos como el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SNGRD), la Estrategia Financiera (emitida en el año 2013 y actualizada en el año 2021 por pandemias y epidemias, incluye la comprensión del riesgo fiscal, la gestión financiera y los instrumentos de retención y transferencia, y el aseguramiento), el Fondo Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (FNGRD) aprobado mediante la Ley 1523 y sin reglamentación a la fecha , El Plan Nacional de GRD, la Estrategia Nacional de Respuesta, y la vinculación de la GRD y la ACC en los diferentes Planes de Desarrollo Nacionales, introducidos con Ley 1523, son ejemplos de los avances significativos que se reportan en el iGOPP para el Marco General de Gobernabilidad El IGR resalta también la creación del SISCLIMA en 2018, y la articulación de instrumentos de gestión pública local con instrumentos de GRD.
2.17. En la definición de responsabilidades sectoriales el iGOPP destaca el aporte de la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico y marco normativo para la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA). En cuanto a las responsabilidades territoriales, se encontraba con un avance del 100% debido a la descentralización de las responsabilidades en desarrollo municipal y los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) incluidos en la Ley 388 de 1997. Asimismo, se destaca la articulación de la planeación del desarrollo y el ordenamiento territorial, a través de la Ley 1454 de 2011, la Ley 388/97, y la Ley 1551 de 2012 (que modifica la Ley Orgánica de Municipalidades de 2003).

2.18. Los desafíos principales en materia de gobernabilidad se concentran en la implementación de la política, donde de acuerdo con el iGOPP se reporta un avance del 60% (rango “apreciable”). En gran medida los vacíos encontrados por el iGOPP en 2015 obedecen a que Colombia no contaba con una herramienta de seguimiento al gasto público para las asignaciones presupuestarias que se relacionan con programas en GRD o ACC en otros sectores. Así mismo, el iGOPP reporta que el país no contaba con instrumentos presupuestales para incentivar a las unidades de gestión territorial y a los sectores a implementar acciones en gestión del riesgo de desastres. 

ii) Identificación y Conocimiento del Riesgo (IR)

2.19. De acuerdo con el iGOPP el país presenta un avance general “apreciable” del 48% con avances en la “coordinación y articulación central de la política” (75%, nivel “notable”), relacionado con la integración de la identificación y conocimiento del riesgo como proceso de la GRD en la Ley 1523 de 2012.  Se reporta un avance del 67% (rango “apreciable”) en lo relacionado con la “definición de responsabilidades territoriales”, y del 56% para “definición de responsabilidades sectoriales”. La fase de “evidencias de progreso en la implementación” tenía un avance del 27% (rango “incipiente”), y la fase de “control, rendición de cuentas y participación” del 17% (rango “pobre”).

2.20. Entre los hallazgos que destaca el iGOPP de 2015 se destaca la asignación de responsabilidades y funciones a la Unidad Nacional de GRD (creada mediante el Decreto 4147 de 2011) y al SNGRD para la gestión de información. Por otro lado, el iGOPP identificó que el país no tenía en ese momento un desarrollo normativo que asigne responsabilidades nacionales en la definición de metodologías para la elaboración de estudios sobre efectos de cambio climático. 

2.21. A nivel de responsabilidades territoriales para la identificación del riesgo, el iGOPP destaca dos avances, el primero es la responsabilidad definida en la Ley 1523 de 2012 para los municipios y departamentos sobre la evaluación del riesgo de desastres en sus respectivos territorios, y la zonificación de amenazas incluida en los Planes de Ordenamiento Territorial (Ley 388 de 1997). La Norma Sismo Resistente NSR-10 (Decreto 926 de 2010), establece las condiciones que obligan a la implementación de las “zonificaciones sísmicas”, las cuales son obligatorias para ciudades con una población superior a los 100 mil habitantes. No obstante, estos avances, el iGOPP también identificó que no existía claridad en la definición de escalas de trabajo, o niveles de resolución, en las que se debe realizar el análisis del riesgo de desastres.

2.22. Para el monitoreo de amenazas y pronósticos el IGR resalta la ampliación de un Sistema de monitoreo con adquisición de radares climáticos para el IDEAM, pero identifica retos para los sistemas de alerta locales, con las notables excepciones de los avances en Manizales, de Empresas Públicas de Medellín, y el Valle de Aburrá y Bogotá. En la evaluación y mapeo de amenazas se destacan los avances con respecto al desarrollo de metodologías probabilísticas por parte del Servicio Geológico Colombiano (SGC) e INVIAS, y la aplicación de estas metodologías en la ciudad de Manizales. Se han desarrollado también metodologías para evaluación simplificada y cualitativa por parte del MADS y la UNGRD; en tanto que el SGC y la AIS han realizado estudios de amenaza sísmica a nivel nacional. Sobre la evaluación de vulnerabilidades y riesgo se cuenta con un “índice de riesgo de desastres” desarrollado por DNP, integrado al Atlas Nacional de Riesgo de desastres promovido por la UNGRD, que sirvió para los análisis probabilísticos. El IGR también reporta un ejercicio específico realizado en La Mojana por el Fondo de Adaptación y una mejora del Sistema de Información Sísmica en Manizales y en Bogotá. 

2.23. Por otro lado, el iGOPP reporta un nivel de progreso bajo en la evaluación de la política y el control, rendición de cuentas (nivel “pobre”), relacionado con la ausencia de una normatividad relacionada con la disponibilidad de información para el análisis de riesgo y que defina mecanismos o instrumentos para su intercambio, incluyendo la información requerida para estudios sobre cambio climático. Además, no se identificó que se haya realizado una evaluación específica sobre la generación y disponibilidad de información sobre el riesgo de desastres en los últimos 5 años (para el año 2015) por parte de la Contraloría. Adicionalmente, el reporte del IGR de 2020 resalta que tanto la UNGRD como algunos sectores del SNGRD cuentan con herramientas para la información pública, y también la UNGRD con un sitio web denominado “biblioconocimiento” con información sobre el conocimiento del riesgo que, tiene publicaciones hasta el año 2022.

iii) Reducción del Riesgo (RR)
[bookmark: _Hlk156997737]
2.24. De acuerdo con el iGOPP el país muestra un avance considerado como “apreciable” para este componente con un 69% de cumplimiento de los indicadores. Se destacan la “definición de responsabilidades territoriales” con el 100% de cumplimiento (rango sobresaliente), la fase de “control, rendición de cuentas y participación” (80%) y “definición de responsabilidades sectoriales” (74%), ambas con rango “notable”. Lo siguen en porcentaje de cumplimiento de indicadores la fase de “coordinación y articulación central de la política” con el 60% (rango “apreciable”) y la fase de “evidencias de progreso en la implementación” (rango “incipiente”) con un 31% de cumplimiento de los indicadores. 

2.25. El IGR de 2020 identificó vacíos a nivel normativo en relación con el concepto de riesgo aceptable y en cuanto al establecimiento de la obligatoriedad de incorporar medidas de RRD durante la fase de construcción en proyectos de infraestructura pública y privada. EL IGR de 2020 destacó que los ministerios y algunos municipios han reglamentado la RRD mediante la incorporación de las medidas de reducción del riesgo en diversos instrumentos, como, el PNGRD 2015-2030, el plan especial de educación rural de 2018, y los planes de GRD de Bogotá y Manizales, pero en ellos no está incluido el concepto de riesgo aceptable. El IGR también resalta importantes avances en el país por obras de RRD adelantadas por la UNGRD, soluciones basadas en la naturaleza, y macroproyectos adelantados por el Fondo de Adaptación. De otro lado se expidió el Decreto 2157 de 2017 que obliga los planes de GRD y contingencia para el sector privado, y se emitió la Ley 1931 de 2018 a partir de la cual se dan directrices generales para la gestión del cambio climático y se crea el SISCLIMA para articularse con el SNGRD.

2.26. En cuanto a la definición de responsabilidades sectoriales, el iGOPP destaca que la Ley 1523 de 2012 establece responsabilidades de reducción de riesgo de desastres a los sectores y empresas prestadoras de servicios públicos. Además, seis de los diez sectores del desarrollo considerados en el iGOPP (medio ambiente, salud, vivienda, educación, transporte y agua y saneamiento) habían incluido responsabilidades en RRD en su propia normatividad a la fecha de publicación del informe. Para el sector ambiental, se cuenta con las Leyes 99 de 1993 y 1931 de 2018, con obligaciones explicitas para el Ministerio del Ambiente, las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) y los entes territoriales en materia de RRD, lo cual contribuye a una mayor articulación entre GRD y gestión ambiental, incluyendo la ACC. De otro lado, se cuenta con la norma para el diseño y construcción sismo resistente desde los años 80, que ha venido siendo actualizada (en el año 2010 se integraron como edificaciones indispensables las escuelas y centros educativos). El IGR de 2020 resalta importantes avances por la aprobación del código colombiano de puentes en 2014; el inicio de la actualización de la norma de sismo resistencia. También se reportan progresos importantes en la incorporación del riesgo de desastres en la formulación de proyectos de inversión pública (PIP). 

2.27. La Ley 1523 de 2012, estipula la obligación de realizar "Análisis de amenaza y vulnerabilidad con el fin de garantizar la no generación o reproducción de condiciones de riesgo de desastre". El análisis de riesgo se aplica también a los proyectos de infraestructura mediante el esquema de Asociaciones Público-Privadas (APP). Adicionalmente, se cuenta con la Ley 448 de 1998, relacionada con el manejo de obligaciones contingentes y endeudamiento, la cual creó el Fondo de Contingencias de las Entidades Estatales, estableciendo que serán definidos los riesgos que serán cubiertos; más adelante mediante el Decreto 423 de 2001, se estableció la revisión de los riesgos de este Fondo, incluyendo el riesgo de desastres. En la revisión realizada para la fecha del iGOPP no se encontró evidencia de normatividad que ordene explícitamente integrar en la fase de pre-inversión la realización de estudios de cambio climático. 

2.28. Colombia cuenta con avances en la incorporación del riesgo en instrumentos municipales y territoriales como los Planes de Desarrollo, Planes de Ordenamiento Territorial (POT) y Planes de Manejo de Cuencas Hidrográficas (POMCAS). De acuerdo con el iGOPP, también existe normatividad para el mejoramiento integral de asentamientos humanos y para la relocalización de población ubicada en zonas de riesgo (CONPES 3604 de 2009), y un Programa Nacional de Mejoramiento Integral de Barrios. De otro lado los Planes de Desarrollo Nacionales de los últimos periodos han incluido metas para el mejoramiento de barrios y la RRD. El IGR de 2020 resalta el desarrollo de planes, programas y proyectos como el decreto del MVCT sobre los estudios de amenazas para los POT. Se resalta también la actualización de los POT en la región de La Mojana; y la incorporación de la GRD en la metodología de los POMCAS. Actualmente existen 394 cuencas que son objeto de planes de ordenación y manejo, de las cuales 92 ya están realizando los procesos de ordenación, con el propósito de contar sus POMCAS. En diciembre de 2023 se contaba con 17 POMCAS aprobados en el país (MADS, 2024[footnoteRef:27]). [27:  Disponible en: https://www.minambiente.gov.co/colombia-cuenta-con-17-pomcas-aprobados-bajo-el-nuevo-marco-legal-de-planificacion-de-cuencas/#:~:text=Actualmente%20hay%20394%20cuencas%20que,Pomca%20aprobados%20en%20el%20pa%C3%ADs.
] 


iv) Preparación para la Respuesta (PR)

2.29. Colombia presenta un avance del 61 % (rango “apreciable”) para el componente PR, destacándose los aspectos de “coordinación y articulación central de la política” (88%), donde el iGOPP destaca el macro proceso “manejo de desastres” definido en la Ley 1523 de 2012,  que adopta el SNGRD con Comités y estructuras, protocolos oficiales y el régimen excepcional en caso de emergencias, calamidades y desastres, favoreciendo la cooperación y solidaridad en diferentes niveles, la cooperación internacional y la ayuda mutua.

2.30. En cuanto a la definición de responsabilidades sectoriales, el iGOPP destaca que la Ley 1523 identifica la responsabilidad de todas las entidades públicas o privadas encargadas de la prestación de servicios, las cuales deben realizar el análisis de riesgos para sus planes de emergencia y contingencia. Asimismo, los sectores de Salud, Educación, Transporte, Agua y Saneamiento y Energía cuentan con marcos legales y reglamentarios que hacen explícita la responsabilidad de preparativos y manejo de desastres. El país cuenta con normatividad para la formulación y aplicación de planes de emergencia asociados con el transporte de sustancias peligrosas (Decreto 1609 de 2002), y para el derrame, combustión o contaminación por hidrocarburos (Decreto 321 de 1999). 

2.31. El IGR destaca el PNGRD 2015-2025 como instrumento que incorpora el manejo de desastres, estableciendo por primera vez la obligatoriedad de contar con protocolos, procedimientos y estrategias para la respuesta y planes de contingencia, enmarcados en una Estrategia Nacional para la Respuesta. La UNGRD elaboró guía para la elaboración de las estrategias municipales de respuesta, y ciudades como Manizales tiene elaborada esta estrategia. Se resalta también el Decreto 2157 de 2017 en el cual están incluidos el plan de emergencia y contingencia para entidades pública, privadas y prestadoras de servicios. Se adelantaron además para las 2020 acciones para la capacitación y fortalecimiento institucional en temas de sistemas de alerta. Se resalta de otro lado la mejora en capacidades y equipos y se creó mediante el Decreto 2434 de 2015 el Sistema Nacional de Telecomunicaciones en Emergencias. El IGR también destaca que desde 2017 el país cuenta con una estandarización de la ayuda humanitaria. 

vi) Gestión Financiera del Riesgo de Desastres 

2.32. Según el análisis del iGOPP para el componente de protección financiera el país tenía para el año 2015 un avance del 36% (rango “incipiente”). Según el iGOPP se tienen avances a partir de la Ley 1523 de 2012 que creó el Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (FNGRD), el cual incluye dentro de sus objetivos generales la distribución de los recursos financieros necesarios para la implementación y continuidad de la política de gestión del riesgo de desastres en sus tres procesos.

2.33. La Ley 1523 de 2012 también establece que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) “gestionará, adquirirá o celebrará los instrumentos o contratos con entidades nacionales o extranjeras que permitan la protección financiera frente al riesgo de desastres”; lo cual implica aplicar la Estrategia Financiera y contar con instrumentos de retención, financiación y transferencia del RDD. Entre los retos identificados en esta revisión del iGOPP se encuentran la falta de normatividad que establezca el porcentaje anual de recursos a asignarse el FNGRD; así como ausencia de  un marco normativo para regular las provisiones técnicas del sector asegurador, estableciendo una estimación de reservas para bienes tanto homogéneos como no homogéneos que debe estar sustentada en modelos de evaluación probabilista del riesgo definidos o certificados por el ente regulador del sector; y regulación sobre fondos de desarrollo habilitados para financiar actividades de manejo de desastres. 

2.34. En cuanto a avances y retos para la definición de responsabilidades territoriales, el iGOPP identificó normatividad que establece que las entidades territoriales y los sectores deben cubrir sus activos públicos con pólizas de seguro (Ley 734 de 2002). Adicionalmente, Bogotá contaba con el Fondo para la Prevención y Atención de Emergencias en el Distrito Especial (FOPAE), creado mediante el Acuerdo 11 de 1987. Este fondo está habilitado para el financiamiento de actividades de manejo de desastres, sin embargo, no cuenta con capacidad de acumulación de recursos en el tiempo. El iGOPP también identificó retos la falta de normatividad que obligue a la implementación de estructuras de protección financiera ante desastres en ciudades con más de 100 mil habitantes. Es importante resaltar que después de la aplicación del iGOPP, Colombia creó el Sistema Distrital de GRD y CC (Acuerdo 546 de 2013), y que fue aprobada la creación del Instituto Distrital de GRD y CC (IDIGER). 

2.35. En cuanto a instrumentos de retención, financiamiento, y transferencia el iGOPP identificó que el país ha contado con créditos contingentes (Cat-DDO” por sus siglas en inglés) con el Banco Mundial; el primero “por un valor de hasta US$150 millones con el Banco Mundial el cual fue activado en 2010 por el desastre nacional declarado por la “Ola Invernal”. También se reporta en el iGOPP de 2015 un segundo “Cat-DDO” vigente con el Banco Mundial por US$250 millones. Posterior al iGOPP se tuvo un tercer Cat-DDO por US$150 millones aprobado en el año 2021 y que se activó en 2022 por el fenómeno de “La Niña”. Actualmente está en proceso de negociación un cuarto Cat-DDO entre el Banco Mundial y el país. Por otro lado, el reporte del IGR de 2020 resalta la existencia de bonos de catástrofes CAT, y también el programa de aseguramiento colectivo y voluntario de Manizales, que transfiere lo recaudado por el municipio a compañías aseguradoras. Se destaca también los esfuerzos de FINAGRO quien viene explorando desde hace varios años esquemas de aseguramiento para pequeños productores.



D. 	Acciones del Banco en el Sector

2.36. Desde el 2012, y en el contexto del proceso de reconstrucción post La Niña 2010-2011 llevado adelante por el Gobierno de Colombia, el BID apoyó al país a través del préstamo de políticas públicas 2616/OCCO, por US$120 millones. Esta operación tuvo como objetivo contribuir al fortalecimiento y modernización del marco normativo, institucional y de política pública para la GRD y la adaptación al cambio climático, en línea con los objetivos y metas del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. 

2.37. Desde entonces, el Banco ha venido apoyando al país a gestionar el riesgo de desastre y adaptarse al cambio climático a través de una serie de operaciones de préstamo y de cooperaciones técnicas.  En el año 2014 se aprobó la operación de inversión CO-G1002 por US$4,2 millones, la cual, estaba orientada a fortalecer la capacidad de amortiguamiento hidrológico y la regulación de la cuenca alta de Chingaza-Sumapaz-Guerrero que abastece de agua potable en el área metropolitana de Bogotá y los municipios rurales colindantes. El Banco también apoyó al país en la aplicación del Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas para la Gestión del Riesgo de Desastres (iGOPP) en 2015 que permitió diagnosticar las condiciones adecuadas para implementar una política pública efectiva en GRD. 

2.38. A través de la Cooperación Técnica CO-T1631 en el año 2020, el Banco apoyó al Gobierno Nacional y al Gobierno Departamental del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina en la implementación de acciones de asistencia humanitaria para atender la población afectada. De forma complementaria en mayo de 2021 fue aprobada una Operación de Inversión (CO-G1029) que está apoyando la conservación y restauración de los ecosistemas de manglar en Colombia por un monto de US$ 2,5 millones. En este mismo año 2021, se aprobó la operación, ATN/SX‑18687‑RG por US$1 millón que está apoyando a Colombia en el desarrollo de estudios analíticos de resiliencia a largo plazo para evaluar vías de adaptación climática ante los riesgos climáticos actuales y futuros a través de asistencias técnicas. 

2.39. Como apoyo al Gobierno de Colombia en el desarrollo de políticas y regulaciones en materia de gobernanza, planificación, financiamiento de la acción climática, en línea con la nueva NDC bajo el acuerdo de París y la E2050, el BID aprobó en junio de 2021 la Cooperación Técnica CO-T1633 por US$ 400 mil. De forma complementaria en julio de 2021 se aprobó la Cooperación Técnica RG-T3812, por US$ 1 millón, la cual viene brindando apoyo en el desarrollo de estudios analíticos de resiliencia a largo plazo a los Gobiernos de Colombia y Perú, específicamente para evaluar vías de adaptación climática ante los riesgos climáticos actuales y futuros.

Una lección aprendida de las operaciones previas que está incluida en el diseño de esta operación es la importancia de incorporar el contexto de la descentralización de las responsabilidades de GRD en los distintos niveles territoriales en los arreglos de implementación del proyecto. Por ejemplo, varios municipios del país vienen desarrollado estrategias de gestión financiera del riesgo y han manifestado la necesidad de recibir asistencia técnica para su implementación. El PGIRDN incorpora bajo el eje estratégico de protección financiera un indicador relacionado con el apoyo a los instrumentos de protección financiera a nivel territorial. Asimismo, durante la misión de identificación el país solicitó la asistencia técnica del Banco para dar acompañamiento a la implementación de esta operación contingente y el PGIRDN, donde se abordará estos desafíos relacionados con la descentralización de las responsabilidades de GRD. 

3. 	El PGIRDN de Colombia

A. 	Objetivo y Descripción

3.1. El objetivo general del PGIRDN es apoyar los esfuerzos del gobierno de Colombia dirigidos a consolidar el marco normativo, institucional y de políticas que establece la Ley 1523 de 2012 y el Decreto 978 de 2024 [footnoteRef:28]. El PGIRDN descansa en cinco ejes estratégicos: (i) marco general de gobernabilidad para la gestión del riesgo de desastres; (ii) identificación y conocimiento del riesgo; (iii) reducción del riesgo; (iv) preparativos para la respuesta a desastres; y (v) protección financiera. Dado los avances y desafíos descritos anteriormente (Sección II. C.) y teniendo en consideración las acciones del Banco en el sector, el gobierno de Colombia identificó para cada uno de los ejes los objetivos a mediano plazo para los próximos cinco años, y las metas o indicadores (anuales) de corto plazo para el monitoreo regular por parte del Banco (ver Anexo I). [28:  Disponible en: https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=161478 ] 


B.	Elegibilidad y validez

3.2. 	Para recibir financiamiento a través de la CCF para desastres, el país debe tener vigente un PGIRDN satisfactorio para el Banco. Colombia cuenta con un PGIRDN vigente y satisfactorio para el Banco que incorpora indicadores anuales de progreso del país en los principales componentes de la GRD, incluyendo consideraciones de género, en línea con las prioridades de acción del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 suscrito por Colombia, por lo que cumple con este requerimiento de elegibilidad. Para la cobertura de salud pública, el país debe estar al día con el informe de progreso a la Organización Mundial de la Salud (OMS) respecto al cumplimiento del Reglamento Sanitario Internacional (RSI). Conforme a lo reportado por el Ministerio de Salud, Colombia cumple con este requerimiento.

C.	Monitoreo y evaluación

3.3. 	Durante el período de vigencia del préstamo CO-O0018, el Banco realizará una evaluación anual del PGIRDN para determinar si éste progresa de manera satisfactoria, sobre la base de los indicadores establecidos para ese propósito. El avance satisfactorio del PGIRDN permitirá mantener la elegibilidad del país para tener acceso a los recursos del financiamiento contingente. Como parte de cada evaluación anual, el Banco y el Gobierno de Colombia acordarán los indicadores de progreso para la siguiente evaluación del PGIRDN.

3.4.	Para fines de la primera evaluación del PGIRDN, los ejes estratégicos, los resultados esperados y los indicadores de progreso por eje estratégico se presentan en la Matriz de Indicadores (Anexo 1). El cumplimiento satisfactorio de los indicadores propuestos en la Matriz permitirá mantener la elegibilidad del país para recibir desembolsos de los recursos otorgados al amparo del presente préstamo CO-O0018.

3.5.	En el caso que la evaluación anual no fuese satisfactoria, el Banco solicitaría al Gobierno de Colombia las acciones necesarias para lograr su cumplimiento satisfactorio en un plazo no mayor de 90 días calendarios. En caso de que al cabo de este período el Banco verifique que no se han remediado las insuficiencias detectadas, podrá, mediante notificación explícita al Gobierno de Colombia, suspender la cobertura del préstamo CO-O0018, hasta tanto no se resuelva la situación anotada, a satisfacción del BID.
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Anexo III

Anexo I:
OBJETIVOS ESTRATÉGICOS E INDICADORES ANUALES DEL PGIRDN
Línea de Crédito Contingente (CO-O0018)

	Eje estratégico
	Objetivos estratégicos 2024-2029
	Indicadores de progreso para el 2025
	Comentarios / Justificación

	Marco General de Gobernabilidad para la Gestión del Riesgo de Desastres
	1. Fortalecimiento del SNGRD y seguimiento a la implementación del PNGRD 
	1.1. Avance en la revisión y actualización de los mecanismos de gestión para el manejo del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo (FNGRD).

Verificable: Borrador del documento técnico soporte sobre la reglamentación de una de las subcuentas del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo (FNGRD) priorizada.

Responsable: UNGRD


	
La Ley 1523 de 2012, creó el Fondo Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres (FNGRD), como una cuenta especial de la Nación (…) manejado por la sociedad Fiduciaria La Previsora S.A.

El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia: Potencia Mundial de Vida” se orienta a la “Seguridad Humana”, establece la reglamentación de las subcuentas del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.

	
	
	1.2. Seguimiento a la implementación del PNGRD. 

Verificable: Informe sobre los avances para la implementación del PNGRD para el período 2024-2025 (acción en el Decreto 4147 de 2011).

Responsable: UNGRD
	Mediante el Decreto 4147 de 2011, se creó la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, y se estableció su objeto y estructura, se asignaron, entre otras, la función de formular y coordinar la ejecución de un Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, realizar el seguimiento y evaluación de este. En cuanto al Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, mediante el Decreto 1081 de 2015 se reglamentó el procedimiento para su expedición y actualización (UNGRD/ PNGRD, 2022).

	
	
	1.3.  Implementación del Plan de Acción de Género y Cambio Climático
 
Verificable: Informe de avance de la implementación del Plan de Acción de Género y Cambio Climático

Responsable: MADS

	En el marco del Programa BID para Fortalecer las Políticas de Igualdad y Equidad dirigidas a las Mujeres y Poblaciones Diversas en Colombia (CO-L1291), y como parte de los compromisos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y del CONPES de Equidad de Género (4080 2022), el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) ha preparado el Plan de Acción de Género y Cambio Climático con el objetivo de generar capacidades institucionales para la implementación de la Contribuciones Nacionalmente Determinadas (NDC).

	Identificación y conocimiento del riesgo
	2. Desarrollar información y análisis para el conocimiento del riesgo de desastres y efectos adversos del Cambio Climático 

	3. 
2.1. Generación, difusión y uso del conocimiento de los fenómenos de variabilidad climática[footnoteRef:29] y condiciones de riesgo. [29:  Según el documento CONPES 4058 de 2021, la variabilidad climática corresponde a la fluctuación de las condiciones predominantes (clima) alrededor de un umbral considerando normal; estas oscilaciones ocurren en ciclos (no necesariamente periódicos) de varios meses, años y decenios, y presentan valores máximos y mínimos conocidas como fases extremas. Estas últimas son anomalías climáticas que se perciben como situaciones con condiciones más cálidas o más frías, más húmedas o menos húmedas que lo normal, o con mayor o menor frecuencia de determinados fenómenos extremos de índole meteorológico, los cuales pueden desencadenar otros fenómenos extremos como inundaciones incendios forestales y sequías. El cambio climático afecta los fenómenos de variabilidad climática, por lo que debe ser tomado en cuenta. Por ejemplo, el calentamiento del planeta incide de manera directa en la frecuencia e intensidad de los eventos climáticos extremos.  ] 


Verificable: Borrador del diagnóstico del estado actual de la red hidrometeorológica y avance en el rediseño (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021).

Responsable: IDEAM

	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”. DNP realiza seguimiento por ser CONPES.

	
	
	2.2. Fortalecimiento de los mecanismos para el intercambio de información
 
Verificable: Protocolo para poner a disposición información climática, hidrometeorológica y meteomarina para la toma de decisiones (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021)

Responsable:  DNP



	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”.

	
	
	2.3. Mejoramiento de la información sobre los impactos de amenazas hidrometeorológicas
 
Verificable: Base de datos histórica de variables climatológicas confiable (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021)

Responsable:  IDEAM


	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”.

	
	
	2.4. Desarrollo y promoción de metodologías de evaluación de la amenaza, vulnerabilidad y riesgo por movimientos en masa.

Verificable: Borrador de la actualización de la guía metodológica para estudios de amenaza, vulnerabilidad y riesgo por movimientos en masa y/o inundaciones desarrollada y socializada (PNGRD, 2022 y borrador revisión 2024).

Responsable: Servicio Geológico Colombiano (SGC)
	El PNGRD de 2022 estableció en su componente programático acciones para mejorar las herramientas metodológicas para evaluación de amenazas. La matriz borrador del ajuste del Plan en 2024, retoma algunas de estas acciones para el corto plazo en su componente programático.

	
	
	2.5. Desarrollo y promoción de metodología de evaluación de la amenaza por avenidas torrenciales.
 
Verificable: Guía metodológica para evaluación de la amenaza por avenidas torrenciales publicada y socializada (PNGRD, 2022 y borrador revisión 2024).

Responsable: IDEAM
	El PNGRD de 2022 estableció en su componente programático acciones para mejorar las herramientas metodológicas para evaluación de amenazas. La matriz borrador del ajuste del Plan en 2024, retoma algunas de estas acciones para el corto plazo en su componente programático.

	Reducción del Riesgo
	3. Reducción del riesgo de desastres y fortalecimiento de la adaptación al cambio climático en la planificación y gestión del desarrollo territorial Reducción 
	3. 
3.1. Fortalecimiento de los instrumentos de planificación sectorial para la GRD y la ACC con perspectiva de género e inclusión.
 
Verificable: Borrador de Plan Integral de Gestión del Cambio Climático del sector ambiental incorporando consideraciones de variabilidad climática[footnoteRef:30] y perspectiva de género (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021) [30:  Ver nota al pie #28.  ] 

  
Responsable: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 


	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”.

	
	
	3.2. Fortalecimiento del enfoque integrado entre GRD y ACC

Verificable: Informe sobre los avances en la definición de un marco conceptual que permita armonizar la GRD y la adaptación a la variabilidad climática[footnoteRef:31] (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021) [31:  Ver nota al pie #28.  ] 


Responsable: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible con el apoyo de la UNGRD, IDEAM y el DNP 
	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”.


	
	
	3.3. Gestión del riesgo de desastres y ACC en los proyectos de inversión pública

Verificable: 
Informe de difusión y posicionamiento de la “Caja de Herramientas para Orientar la Incorporación del Análisis de Riesgo de Desastres y la Adaptación al Cambio Climático en los Proyectos de Inversión Pública” (PNGRD, 2022 y borrador revisión 2024).

Responsable: DNP 


	
El PNGRD de 2022 estableció en su componente programático acciones para reducir el riesgo desde la planificación y el ordenamiento territorial. La matriz borrador del ajuste del Plan en 2024, retoma algunas de estas acciones para el corto plazo en su componente programático.


	
	
	3.4. Promoción de las soluciones basadas en la naturaleza (SbN) en el contexto de la GRD y la ACC

Verificable:  Informe de avances en la conformación de la Red Nacional de Soluciones Basadas en la Naturaleza de carácter público- privado que contribuya a la identificación de medidas para hacer frente a los riesgos por variabilidad climática[footnoteRef:32] (acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021)  [32:  Ver nota al pie #28.  ] 


Responsable: DNP

	Documento CONPES 4058 de 2021, “Política pública para reducir las condiciones de riesgo de desastres y adaptarse a los fenómenos de variabilidad climática”.

	Preparativos para la respuesta

	4. Fortalecer la preparación para la respuesta 
 


	5. 
4.1. Mejora en la preparación y respuesta sectorial, en el marco de la Estrategia Nacional de Respuesta a Emergencias (ENRE).

Verificable: Formulación o actualización de protocolos para la respuesta del sector vivienda (PNGRD borrador revisión 2024).

Responsable: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Viceministerio de Vivienda

	El borrador de la actualización del PNGRD de 2022 en su componente programático incluye acciones de mediano y largo plazo para la preparación para la respuesta. Estos indicadores serían los que se consideran posibles para el primer año de la Operación.
· 

	
	
	4.2. Fortalecimiento de la respuesta del nivel nacional frente a emergencias por el fenómeno de La Niña

Verificable:  Borrador del Plan de respuesta por el fenómeno de La Niña del sector salud.

Responsable: MSPS

	El Gobierno de Colombia se viene preparando para la respuesta ante los posibles impactos del fenómeno de La Niña en el año 2024. 

	
	
	4.3. Fortalecimiento de la recuperación resiliente del sector transporte

Verificable: 

Documento con lineamientos sectoriales para la recuperación resiliente (PNGRD borrador revisión 2024).

Responsable: Ministerio de Transporte

	El borrador de la actualización del PNGRD de 2022 en su componente programático incluye acciones de mediano y largo plazo para la recuperación resiliente, estos indicadores serían los que se consideran posibles para el primer año de la Operación.

En el marco de las acciones anticipadas por el FEN, el PNUD apoyó a siete sectores de gobierno nacional para contar con lineamientos, este proceso está en curso. 

	Protección financiera
	5. Reducción de la vulnerabilidad fiscal y
financiera ante riesgos climáticos y desastres
	5. 
5.1. Estimación del pasivo contingente y marco fiscal de mediano plazo

Verificable: reporte con los avances en la cuantificación del pasivo contingente e incorporación en el Marco Fiscal de Mediano Plazo (PND 2022-2026 y acción de corto plazo del CONPES 4058 de 2021).

Responsable: Ministerio de Hacienda y Crédito Público

	El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia: Se actualizará la metodología de estimación del pasivo contingente por desastres para determinar las necesidades en materia de protección financiera con el fin de reducir la vulnerabilidad fiscal del Estado.

El documento CONPES 4058 de 2021 incluye acciones para la promoción de la protección financiera y la estimación del riesgo fiscal y el impacto económico en las finanzas públicas.

	
	
	5.2. Apoyo a la protección financiera a nivel territorial

Verificable: avances para la construcción del manual para orientar la construcción de estrategias territoriales de protección financiera del riesgo de desastres.

Responsable: Ministerio de Hacienda y Crédito Público
	El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia: Potencia Mundial de Vida” se orienta a la “Seguridad Humana”. En el eje Financiamiento del desarrollo como mecanismo habilitante para una economía productiva, establece como objetivo, la reducción de la vulnerabilidad fiscal y financiera ante riesgos climáticos y desastres.
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público viene adelantando acciones para contar con dos versiones de la Estrategia, la última contiene estrategias de protección por capas e instrumentos. Se ha avanzado además a nivel territorial, se cuenta con estrategias en Cundinamarca, el AMVA, San Andrés, Huila, Putumayo, Dosquebradas, Bogotá y para el sector transporte, y se espera continuar este proceso en otros municipios y sectores del país, para lo cual esperan contar con un Manual que permita orientar el proceso que debe ser adelantado a nivel territorial.

	
	
	5.3. Taller de simulación para fortalecer la respuesta del país a los desastres en el marco del préstamo contingente BID

Verificable: Reporte del taller.

Responsable: Ministerio de Hacienda y Crédito Público y DNP.
	La realización de este taller permitirá a las instituciones involucradas en la respuesta a las emergencias por desastres naturales estar preparadas para hacer uso de los recursos del Préstamo Contingente por Desastres Naturales y de Salud Pública del BID ante la ocurrencia de un evento elegible. Este taller será realizado en coordinación con el equipo de proyecto del Banco.
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